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Corte Suprema de Justicia
                           Dirección Jurídica

San José, 21 de junio de 2016

DJ-AJ-1447-2016
Señora

MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora

Dirección Ejecutiva 

S.   D. 

Estimada Señora: 

En atención al oficio N° 2212-DE-2016, recibido en esta Dirección mediante correo electrónico el 13 de mayo del año en curso, le remito criterio legal respecto a la solicitud de permiso para que una servidora judicial pueda fungir como Directora de Carrera en la Universidad de San José.

I.- Antecedentes de la Gestión:

· La Servidora Bernardita Quirós Barrantes, Coordinadora Unidad 2 Administración Regional San Carlos, solicitó al Licenciado Alexander Matarrita Casanova, Administrador, permiso para desempeñarse como docente en la Universidad de San José, sede San Carlos, específicamente como Directora de Carrera de la Sede, siendo el horario de 17:30 a las 20:00 horas, los días lunes, miércoles y viernes. 
· Mediante el oficio  398-SAN CARLOS, del 11 de mayo del año en curso, el Licenciado Alexander Matarrita Casanova solicita a la Dirección Ejecutiva contar con un criterio sobre la gestión presentada por la Licenciada Bernardita Quirós Barrantes, en el sentido de que se le permita fungir como Directora de Carrera en la Universidad de San José, al considerar que esa función se aparta de la actividad docente, por lo que el permiso debe provenir de otra instancia diferente a la Administración que dirige. 
II.-Normativa Aplicable 

· Artículo 9 Ley Orgánica del Poder Judicial.- Se prohíbe a todos los funcionarios y empleados del Poder Judicial:

1.- Ejercer, fuera del Poder Judicial, la profesión por la que fueron nombrados, con derecho a recibir por ello, en los casos en que legalmente corresponda, pago por dedicación exclusiva o prohibición, aunque estén con licencia, salvo en los casos de excepción que esta Ley indica.

La prohibición a que se refiere este inciso no será aplicable a los profesionales que la Corte autorice, siempre que no haya superposición horaria y no se desempeñen como administradores de justicia o sus asesores, fiscales o defensores públicos, jefes de oficina, ni en otros cargos en que la Corte lo considere inconveniente. Los profesionales autorizados no percibirán sobresueldo por dedicación exclusiva ni por prohibición; tampoco podrán reingresar a ninguno de estos regímenes.

(…)

3.- Desempeñar cualquier otro empleo público. Esta prohibición no comprende los casos exceptuados en la ley ni el cargo de profesor en escuelas universitarias, siempre que el Consejo Superior del Poder Judicial así lo autorice y las horas lectivas que deba impartir, en horas laborales, no excedan de cinco por semana.

(…)

Las prohibiciones a las que se refieren los incisos 1) y 3) no son aplicables a los servidores que no se desempeñen a tiempo completo.

· Artículo 244 ídem.- Aunque sean abogados, no podrán ejercer la profesión los servidores propietarios de los Poderes Ejecutivo y Judicial, del Tribunal Supremo de Elecciones de la Contraloría General de la República, de la Procuraduría General de la República y de las municipalidades, salvo en sus propios negocios y en los de sus cónyuges, ascendientes o descendientes, hermanos, suegros, yernos y cuñados.

Se exceptúan de la prohibición anterior los servidores del Poder Ejecutivo que presten servicios en los establecimientos oficiales de enseñanza y que no tengan ninguna otra incompatibilidad; lo mismo que los servidores judiciales interinos o suplentes, siempre que ese interinato no exceda de tres meses; los fiscales específicos; los munícipes y apoderados municipales; el Director de la Revista Judicial; los defensores públicos de medio tiempo y los que sean retribuidos por el sistema de honorarios y, en general, todos los servidores que no devenguen sueldo sino dietas. (Énfasis suplido) 

III. Antecedentes del Consejo Superior. 
· El Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión No. 39-12 de 24 de abril de 2012, emitió la circular No. 63-2012 en la que informó a los servidores y servidoras judiciales lo siguiente: 

“El Consejo Superior, en sesión N° 39-12 celebrada el 24 de abril de 2012, artículo LIII, dispuso comunicarles que la Corte Plena en sesión número 10-12 del 12 de marzo del año en curso, artículo XXIII, acordó que la interpretación “… en relación con el artículo 9 inciso 3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, es en el sentido de que la autorización que otorga esa norma lo es exclusivamente para el ejercicio de la docencia en las escuelas universitarias, no así para desempeñar labores administrativas como Directores de Carrera, Decanos, Vicedecanos y otros cargos similares.””

· Seguidamente, el Consejo Superior en la sesión No. 76-12, celebrada el 23 de agosto de 2012, artículo XXXV, en relación con la solicitud del funcionario Jorge Alberto Pérez Jiménez,  para ejercer como Coordinador de Cátedra de la Universidad Panamericana, acordó:

“Acoger parcialmente la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar al licenciado Pérez Jiménez, para que imparta lecciones en la Universidad Panamericana, Sede Puriscal, todo en el entendido que el tiempo por él utilizado para labores de docencia, no exceda de diez horas semanales, deberá don Jorge Alberto comunicar el horario en que impartirá las citadas lecciones. 2.) En razón de lo dispuesto en sesión No. 39-12 celebrada el 24 de abril del año en curso, artículo LII, denegar la solicitud del licenciado Pérez Jiménez para ejercer el cago de Coordinador de Cátedra de la citada Universidad" 

· En la Sesión del Consejo Superior No. 61-13 del 13 de junio de ese año conoció la resolución de la Sala Constitucional No.  2013007255, dentro del expediente No.  12-011537-0007-CO, en la que se declaró con lugar el recurso de amparo interpuesto por Jorge Alberto Pérez, contra el Consejo Superior del Poder Judicial y anuló el inciso 2 del acuerdo No. XXXV suscrito por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión No. 76-12 de 23 de agosto de 2012 restituyendo al amparado en el pleno goce de sus derechos fundamentales.  El Consejo Superior acordó; 

“Tener por hechas las manifestaciones de la Secretaria General, tomar nota de la sentencia de la Sala Constitucional y hacerla de conocimiento de la Corte Plena, para que disponga lo que corresponda en relación con la circular publicada sobre este asunto”.

IV. Antecedentes de Corte Plena 

· En sesión No. 31-13 de 15 de julio de 2013, la Corte Plena conoce la sentencia de la Sala Constitucional No.  2013007255, dentro del expediente No.  12-011537-0007-CO, en la que se declaró con lugar el recurso de amparo interpuesto por Jorge Alberto Pérez, contra el Consejo Superior del Poder Judicial, así como el acuerdo tomado por este órgano en la sesión 61-13 del 13 de junio de ese año. La Corte Plena dispuso;

“Tomar nota de la sentencia dictada por la Sala Constitucional Nº 2013007255 dentro del expediente Nº 12-011537-0007-CO, en la que se declaró con lugar el recurso de amparo interpuesto por el licenciado Jorge Alberto Pérez contra el Consejo Superior del Poder Judicial, restituyendo al amparado en el pleno goce de sus derechos fundamentales y disponer actuar conforme a lo ordenado por la Sala Constitucional”.
V. Jurisprudencia de la Sala Constitucional 

· Como se ha expuesto, la línea de pensamiento que seguía la Corte Plena con respecto a la actividad docente de los funcionarios judiciales se limitaba estrictamente al cargo de profesor, excluyendo así los cargos de Directores de Carrera, Decanos, Vicedecanos y otros cargos similares por considerar que los mismos eran meramente administrativos. (Circular No. 63-2012). Sin embargo, es a raíz del voto de la Sala Constitucional No. 2013007255 que se cambia de criterio. Dijo ese Tribunal Constitucional; 
IV.- CASO CONCRETO. En la especie, se encuentra, debidamente, demostrado que en interpretación del numeral supra citado, la Corte Plena dispuso emitir un acuerdo en el sentido de "Comunicar al Consejo Superior que la interpretación de esta Corte Plena en relación con el artículo 9, inciso 3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, es en el sentido de que la autorización que otorga esa norma lo es exclusivamente para el ejercicio de la docencia en las escuelas universitarias, no así para desempeñar labores administrativas como Directores de Carrera, Decanos, Vicedecanos y otros cargos similares" y, en aplicación de dicho acuerdo, el Consejo Superior del Poder Judicial acordó "Acoger parcialmente la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar al licenciado Jorge Alberto Pérez Jiménez, para que imparta lecciones en la Universidad Panamericana, Sede Puriscal, todo en el entendido que el tiempo por él utilizado para labores de docencia, no exceda de diez horas semanales, deberá don Jorge Alberto comunicar el horario en que impartirá las citadas lecciones. 2.) En razón de lo dispuesto en sesión No. 39-12 celebrada el 24 de abril del año en curso, artículo LII, denegar la solicitud del licenciado Pérez Jiménez para ejercer el cargo de Coordinador de Cátedra de la citada Universidad". En criterio de este Tribunal Constitucional, el acuerdo adoptado en el caso concreto del amparado resulta ilegítimo y lesivo de sus derechos fundamentales quien, en el marco de su autonomía, opta por ejercer, adicionalmente, cargos académicos. Nótese que, en tesis de principio, como se destacó supra, resulta apegado con el Derecho Constitucional y, hasta deseable, el ejercicio de la actividad académica, como un ejercicio de investigación, mejoramiento, actualización y especificación del conocimiento. En el caso particular, la condición de ser coordinador de una cátedra, per se, no supone el ejercicio de un cargo administrativo-universitario, sino docente-universitario y, por ende, es parte del concepto de "profesor" o docente universitario. De este modo, la restricción impuesta, sin analizar las particularidades del caso concreto, supone una restricción ilegítima a la posibilidad -autorizada por ley-de ejercer cargos docentes en los centros universitarios. En consecuencia, se impone acoger el recurso de amparo, ordenando anular el acuerdo impugado (artículo 29 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional) (Destacado no pertenece al original)

· Por otra parte, la Sala Constitucional también se ha pronunciado sobre la exigencia de pedir permiso para impartir lecciones fuera del horario judicial, lo cual considera ese órgano es ilegitima. En la sentencia No. 2009-01660 de las 11:51 hrs. de 6 de febrero de 2009, esa Sala reiteró dicha consideración; 

"(…) Incluso, las disposiciones del Consejo Superior para exigir el permiso o la autorización para impartir lecciones fuera de la jornada laboral judicial, señalan como fundamento a las resoluciones de esta Sala, números 2001-05012 y 2003-01903. Sin embargo, del análisis de la situación no se desprende una congruencia o compatibilidad entre lo preceptuado por este Tribunal en esas resoluciones y lo dispuesto por ese Consejo en el acuerdo impugnado. En primer lugar, esta Sala dijo expresamente en la primera de ambas sentencias, que no se requería y que por lo tanto, es ilegítima la exigencia de pedir permiso para poder impartir lecciones fuera del horario judicial: (…) consecuencia, resulta claro que ya esta Sala definió que no resulta necesaria la autorización del Poder Judicial para prestar servicio docente fuera del horario judicial, siempre y cuando se respete la fijación del cuarto de tiempo (diez horas semanales dedicadas a la enseñanza) que se estableció en la resolución de este Tribunal.En segundo lugar, debe quedar claro que esta Sala no puso restricciones al tiempo libre (anterior o posterior a la jornada judicial) del servidor (específicamente al que se refiere a ese cuarto de tiempo), dentro del cual tiene derecho a desempeñar la función docente. Es decir, esta Sala no ha dicho que son 5 horas para dar clases y otras 5 para realizar las demás funciones relacionadas con la actividad de la enseñanza. En este sentido, debe recordarse que el Tribunal estimó como razonable el período de 50 horas de trabajo del funcionario judicial (40 horas en sus funciones judiciales y 10 horas en sus actividades docentes). Por otra parte, debe tenerse presente que para llegar a tal conclusión, la sentencia se fundamentó en el artículo 58 de la Constitución Política, que lejos de ser una obligación para el trabajador es una garantía social a favor de éste. Dado lo anterior, está dentro del derecho del individuo disponer de ese cuarto tiempo en forma autónoma; claro está, asumiendo las responsabilidades y ateniéndose a las consecuencias, que lícitamente puede regular y controlar la Administración, en caso de un uso abusivo o indebido de ese tiempo, especialmente, cuando eso tenga efectos negativos en la función judicial. (Énfasis Suplido)
VI. Análisis:

En el caso bajo análisis si bien la funcionaria Bernardita Quirós Barrantes solicitó la autorización para desempeñarse como Directora de carrera, se estima al igual que lo dijo la Sala Constitucional en el voto anteriormente citado que sus funciones están dentro del concepto “profesor”.

Aunado a ello es importante destacar que la jornada de trabajo en la Universidad de San José como Directora de carrera no supera las diez horas semanales establecidas por la Sala Constitucional como el máximo de horas para desempeñarse en actividades académicas fuera del horario de servicio en el Poder Judicial.

Dicho lo anterior, considera esta Dirección Jurídica que no existe impedimento para que la servidora Quirós Barrantes se desempeñe como Directora de carrera en la Universidad de San José al considerar que se encuentra dentro del ejercicio de la actividad académica contemplado en los artículos 9 inciso 3) y 244 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y jurisprudencia citada.

VII- Conclusión y recomendación:

Por todo lo expuesto, esta Dirección Jurídica concluye que es procedente aceptar la gestión planteada por la funcionaria Bernardita Quirós Barrantes, Coordinadora Unidad 2 de la Administración Regional San Carlos, al no existir obstáculo legal para desempeñarse como Directora de carrera en la Universidad de San José. 
Conforme lo expuesto, se deja rendido el informe solicitado.

Elaborado por:

Dayana Guzmán Madriz

Área Análisis Jurídico

Atentamente,

Lic. Jorge Kepfer Chinchilla, Coordinador                Licda. Karol Monge Molina

Área de Análisis Jurídico                                            Sub Directora Jurídica a.i. 
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